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CONSEJERO PONENTE: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
Bogotá D.C  veintiséis (26) de septiembre de dos mil trece (2013).

Radicación:
440012331000199800389 01 (25294)
Actor: José Omar Parodi Arias y Otros.
Demandados: Instituto Colombiano de la Reforma Agraria – INCORA.
Naturaleza: 
 Acción de nulidad y restablecimiento del derecho.
Se decide sobre el recurso de apelación interpuesto por la parte actora respecto de la Sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de la Guajira el 22 de mayo de 2003.
I. LOS ACTOS DEMANDADOS Y EL RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO SOLICITADO
El demandante solicitó la declaratoria de nulidad de las Resoluciones 000071, 000072, 000073, 000074, 000075, 000076, 000077, 00007 del 25 de septiembre de 1996, mediante las cuales se dispuso lo siguiente:

a. Resolución de 000071 de septiembre 25 de 1996 proferida por el INCORA:
“RESUELVE:
ARTICULO 1o.- Adjudicar a LUIS RAFAEL ACOSTA ACOSTA identificado (s) con la (s) cédula (s) de ciudadanía N° (s) 15.195.016 de Fonseca el terreno baldío denominado EL LIRIO ubicado en el Municipio de Fonseca Departamento de la Guajira cuya extensión ha sido calculada en Cincuenta y cinco (55). hectáreas Cinco mil seiscientos setenta (5.670) metros cuadrados, extensión adjudicable de conformidad con lo establecido en el Artículo 66 de la Ley 160 de 1994 y se identifica por los siguientes linderos y el plano radicado en el INCORA con el N°. 582167 de 220896.
(…)”
b. Resolución de 000072 de septiembre 25 de 1996 proferida por el INCORA:

“RESUELVE:

ARTICULO 1o.- Adjudicar a JUAN CARLOS LORA LENTINO identificado (s) con la (s) cédula (s) de ciudadanía N° (s) 9.173.197 de San Jacinto Bolívar el terreno baldío denominado EL RETOÑO ubicado en el Municipio de FONSECA Departamento de la Guajira cuya extensión ha sido calculada en Cincuenta y cinco (55). hectáreas tres mil seiscientos noventa y siete (3.697) metros cuadrados, extensión adjudicable de conformidad con lo establecido en el Artículo 66 de la Ley 160 de 1994 y se identifica por los siguientes linderos y el plano radicado en el INCORA con el N°. 582168 de 28 (ilegible)
(…)”
c. Resolución de 000073 de septiembre 25 de 1996 proferida por el INCORA:

“RESUELVE:

ARTICULO 1o.- Adjudicar a MARIA CLARA DAZA CERCHAR identificado (s) con la (s) cédula (s) de ciudadanía N° (s) 60.253.847 de Pamplona el terreno baldío denominado LA FE ubicado en el Municipio de FONSECA Departamento de la GUAJIRA cuya extensión ha sido calculada en CINCUENTA Y CINCO (55). hectáreas TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y DOS (3.532) metros cuadrados, extensión adjudicable de conformidad con lo establecido en el Artículo 66 de la Ley 160 de 1994 y se identifica por los siguientes linderos y el plano radicado en el INCORA con el N°. 582171 de 22-0896.

(…)”

d. Resolución de 000074 de septiembre 25 de 1996 proferida por el INCORA:

“RESUELVE:

ARTICULO 1o.- Adjudicar a MARIA ALEJANDRA GOMEZ CARRILLO identificado (s) con la (s) cédula (s) de ciudadanía N° (s) 22.581.621 Puerto Colombia el terreno baldío denominado MI FORTUNA ubicado en el Municipio de FONSECA Departamento de la GUAJIRA cuya extensión ha sido calculada en CINCUENTA Y CINCO (55). hectáreas TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y NUEVE (3.539) metros cuadrados, extensión adjudicable de conformidad con lo establecido en el Artículo 66 de la Ley 160 de 1994 y se identifica por los siguientes linderos y el plano radicado en el INCORA con el N°. 582173 de 22.08.96.

(…)”
e. Resolución de 000075 de septiembre 25 de 1996 proferida por el INCORA:

“RESUELVE:

ARTICULO 1o.- Adjudicar a ALFONSO ALEJANDRO GOMENZ GOMEZ identificado (s) con la (s) cédula (s) de ciudadanía N° (s) 72.000.855 de Barraquilla el terreno baldío denominado LAS MARGARITAS ubicado en el Municipio de FONSECA Departamento de la GUAJIRA cuya extensión ha sido calculada en CINCUENTA Y CINCO (55). hectáreas TRES MIL SEISCIENTOS CINCUENTA (3.650) metros cuadrados, extensión adjudicable de conformidad con lo establecido en el Artículo 66 de la Ley 160 de 1994 y se identifica por los siguientes linderos y el plano radicado en el INCORA con el N°. 582169 de 220896.

(…)”
f. Resolución de 000076 de septiembre 25 de 1996 proferida por el INCORA:

“RESUELVE:

ARTICULO 1o.- Adjudicar a MARIA ANTONIA GOMEZ CARRILLO identificado (s) con la (s) cédula (s) de ciudadanía N° (s) 32.813.433 el terreno baldío denominado LA NECESIDAD ubicado en el Municipio de FONSECA Departamento de la GUAJIRA cuya extensión ha sido calculada en CINCUENTA Y CINCO (55). hectáreas TRES MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO (3.994) metros cuadrados, extensión adjudicable de conformidad con lo establecido en el Artículo 66 de la Ley 160 de 1994 y se identifica por los siguientes linderos y el plano radicado en el INCORA con el N°. 582174 de 22.08.96.

(…)”
g. Resolución de 000077 de septiembre 25 de 1996 proferida por el INCORA:

“RESUELVE:

ARTICULO 1o.- Adjudicar a MOIRA BEATRIZ GOMEZ DE GOMEZ identificado (s) con la (s) cédula (s) de ciudadanía N° (s) 22.982.841 de Barrancas el terreno baldío denominado PALO QUEMAO ubicado en el Municipio de Fonseca Departamento de la Guajira cuya extensión ha sido calculada en Cincuenta y cinco (55). hectáreas Tres mil setecientos sesenta y uno (3.761) metros cuadrados, extensión adjudicable de conformidad con lo establecido en el Artículo 66 de la Ley 160 de 1994 y se identifica por los siguientes linderos y el plano radicado en el INCORA con el N°. 582172 de 220896.

(…)”
h. Resolución de 000078 de septiembre 25 de 1996 proferida por el INCORA:

“RESUELVE:

ARTICULO 1o.- Adjudicar a MARIBETH GOMEZ CARRILLO identificado (s) con la (s) cédula (s) de ciudadanía N° (s) 32.504.817 de Medellín el terreno baldío denominado Las Marias ubicado en el Municipio de Fonseca Departamento de la Guajira cuya extensión ha sido calculada en Cincuenta y cinco (55). hectáreas Tres mil novecientos once (3.911) metros cuadrados, extensión adjudicable de conformidad con lo establecido en el Artículo 66 de la Ley 160 de 1994 y se identifica por los siguientes linderos y el plano radicado en el INCORA con el N°. 582170 de 220896.

(…)”
Como consecuencia de la declaratoria de nulidad, el actor solicitó lo siguiente:

“2. Condénase a la entidad demandada a pagar a los mandantes el valor de lo que cueste el pleito, incluyendo los gastos del abogado, por hacer valer sus derechos, fijando su monto según la tarifa de la Corporación Nacional de Abogados.
3. Condénase a la demandada a pagar a mis poderdantes, los daños morales con el equivalente en pesos de valor constante de lo que valga mil gramos de oro fino a la fecha de la ejecutoria de la sentencia para cada uno, o de la suma mayor que se establezca y resulte de las bases del proceso.

4. Que en firme la sentencia le ponga fin al proceso a que de lugar esta demanda, mediante oficio, se haga conocer la declaración de nulidad al Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (I.N.C.O.R.A) a la Registraduría de Instrumentos Públicos de San Juan del Cesar para que cancele o anule los folios de matriculas números; 214-0015794; 214-00157999; 214-0015798; 214-0015793; 214-0015795; 214-0015796; y todas aquellas que correspondan a las resoluciones 000073 y 000074 de fecha 25 de Septiembre de 1999. Igualmente al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, Seccional Guajira, para que cancelen los registros prediales.” (Sic).
II. Antecedentes de los actos administrativos demandados.

1. La parte actora sostiene que los predios adjudicados mediante las resoluciones acusadas son de propiedad de los demandantes, por ser estos herederos del señor José Trinidad Parodi Ovalle, quien fuera adjudicatario de los mismos dentro de la sucesión adelantada tras la muerte de la señora Elena Ovalle de Parodi.
2. Los días 2 y 3 de julio de 1996 los señores Luis Rafael Acosta, Juan Carlos Lora Lentino, María Claudia Daza Cerchar, María Alejandra Gómez Carrillo, Alfonso Alejandro Gómez Gómez, María Antonia Gómez Carrillo, Moira Gómez Carrillo y Maribeth Gómez Carrillo solicitaron al INCORA la adjudicación de varios predios, bajo la consideración de que los mismos eran baldíos. 
Dichos inmuebles formaban parte de un terreno de mayor extensión denominado Hato de la Vuelta o Huertas.

3. Las solicitudes impetradas por las personas señaladas fueron aceptadas con una prontitud extraordinaria y a varios de los predios cuya adjudicación se solicitaba se les programo para las mismas fecha y hora una diligencia de inspección ocular. Incluso, algunas de las diligencias señaladas se llevaron a cabo el mismo día, lo cual es imposible en atención a la extensión de los predios y la falta de colindancia entre los mismos.
4. Los comunicados que a raíz de tales situaciones se expidieron carecían de fecha, fueron firmados por la peticionaria Maribeth Gómez y no fueron publicados en una emisora, teniendo en cuenta que no se acreditó la constancia del gerente de la misma, sólo se manifiesta que fueron fijados y desfijados en la emisora Retorno Stereo. Así las cosas, se incumplió lo establecido por el artículo 16 del Decreto 2664 de 1994.
5. Aunque se afirmó que en las inspecciones realizadas se contó con la presencia de los colindantes, en ninguno de los oficios aparecen las firmas de los mismos. Así mismo, el acta levantada tras la inspección realizada en el curso de la solicitud instaurada por Moira Beatriz Gómez de   Gómez, no se cuenta con la firma de los funcionarios del INCORA ni de ninguno de las personas que, supuestamente, asistieron a la diligencia.
6. Los solicitantes jamás detentaron la posesión de los bienes que les fueron  adjudicados.
III. NORMAS INVOCADAS POR EL DEMANDANTE COMO VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN
1. Normas vulneradas
Según el actor, los actos administrativos demandados vulneran los artículos 1, 30, 29 y 54 de la Constitución Política; el artículo 44 de la Ley 110 de 1912; el artículo 3 de la Ley 200 de 1936; y el apartado b) del artículo 16 del decreto 2661 de 1994.
2. Concepto de violación
La Sala pone de presente que la parte demandante no argumentó individualmente las razones por las cuales consideró vulneradas cada una de las disposiciones arriba transcrita. No obstante, fundamentó la pretensión de nulidad en un supuesto exceso por parte de la entidad demandada al momento de expedir los actos administrativos acusados.
Lo anterior, tiendo en cuenta que dentro de las facultades conferidas al INCORA se encuentra la de administrar y adjudicar las tierras baldías del territorio nacional, entendidas estas últimas como aquellas que no tienen ni han tenido propietario jamás, en los términos de las Leyes 200 de 1936, 135 de 1961 y 30 de 1988. Por ello, no podía adjudicarse ninguno de los predios entregados mediante las resoluciones 000071, 000072, 000073, 000074, 000075, 000076, 000077 y 000078 del 25 de septiembre de 1996, pues estos hacían parte de un bien de mayor extensión de propiedad de los actores.
Adicionalmente, sostuvo que no se siguieron los procedimientos legales establecidos para la expedición de los actos demandados y que los mismos se produjeron sin que los demandantes tuvieran la posibilidad de conocer del proceso de adjudicación, por cuanto no se realizó la publicación de los diferentes avisos por vía de emisora. Así las cosas, se les vulneraron sus derechos de defensa y a un debido proceso, reconocidos por la Constitución Política.
Como consecuencia de todo lo anterior, la parte demandante solicitó que se declarara la nulidad de las resoluciones acusadas.

IV. TRAMITE DEL PROCESO
1. Demanda y auto admisorio 

1.1 El 24 de septiembre de 1998 los señores José Omar Parodi Arias, Maritza C. Parodi Arias, David Parodi Arias, Hernán Parodi Arias, Jacobo José Parodi Mendivil y Clara Luz Parodi Linero, a través de apoderado, presentaron demanda de nulidad y restablecimiento del derecho ante el Tribunal Administrativo de la Guajira contra el Instituto Nacional de la Reforma Agraria, con el fin de que se declare la nulidad de las Resoluciones 000071, 000072, 000073, 000074, 000075, 000076, 000077 y 000078  fechadas el 25 de septiembre de 1996
. 

1.2 Mediante auto del 13 de octubre de 1998 el Tribunal Administrativo de la Guajira resolvió, entre otras cosas, admitir la demanda que dio curso al presente proceso y notificar personalmente a la entidad demandada de dicha providencia. Adicionalmente, ordenó notificar personalmente al agente del Ministerio Público y a las personas favorecidas con la expedición de los actos cuya nulidad se solicita
.
1.3 Por medio de auto del 25 de febrero de 1999 se ordenó nuevamente la notificación personal del auto admisorio a las personas beneficiadas con las adjudicaciones dispuestas en las resoluciones demandadas
.

1.4 En escrito radicado el 14 de mayo de 1999 los señores Lamberto, Edgardo, Ángela, Elena, y Marlene García Parodi, por medio de apoderado, solicitaron que se les tuviera como coadyuvantes respecto de la solicitud de nulidad impetrada por la parte actora. Como sustento de lo anterior manifestaron ser herederos de la señora María M. Parodi de García, quien a su vez fue heredera dentro de la sucesión adelantada tras la muerte de la señora Elena Ovalle de Parodi
. Dicha intervención fue admitida por medio de auto fechado el 25 de mayo de 1999
.
1.5 De manera similar, la señora Indira Rosa Granadillo Rosado solicitó ser tenida como coadyuvante respecto de las pretensiones de la demanda, con el argumento de que su abuelo Vicente Marciano Parodi Ovalle heredó a su padre Efrén Granadillo Parodi una cuota de los bienes constitutivos de la sucesión del patrimonio de Elena Ovalle de Parodi. A su vez, el segundo, ya fallecido, habría transferido a la señora Granadillo Rosado el derecho a suceder la cuota antes referida
.
2. Escrito de contestación a la demanda
El Instituto Nacional de la Reforma Agraria – INCORA contestó la demanda
 oponiéndose a las pretensiones de la misma. Como fundamento de la oposición negó algunos de los hechos de la demanda y se atuvo a lo probado respecto de los demás.
Por otro lado, negó la existencia de una violación normativa por parte de las resoluciones expedidas por el INCORA y demandadas por los actores, con el argumento de que la Ley 160 de 1994 revaluó completamente el concepto de bien baldío contenido en las Leyes 135 de 1961 y 30 de 1988, que fueron derogadas con la expedición de la primera. Igualmente, adujo que los predios mencionados en la demanda fueron adquiridos para fines de reforma agraria, mediante escritura pública N° 292 del 28 de julio de 1998 de la Notaría de Barrancas, venta a la que le resulta aplicable lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley 160 de 1994, en concordancia con el artículo 955 del Código Civil.
Como excepción alegó la ineptitud sustantiva de la demanda, basada en que: i) no debió haber ejercido la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, sino que debió haberse iniciado el trámite especial de revocatoria directa previsto por el Decreto 2664 de 1994; y ii) no fue anexado a la demanda el poder conferido al apoderado de la parte actora por parte de Clara Luz Parodi Linero, ni documento alguno que probase su calidad de heredera.
También propuso como excepción la caducidad de la acción, con fundamento en que la acción ejercida por los demandantes debió instaurarse hasta 4 meses después de la fecha de ejecutoria de los actos demandados, esto es, hasta el 17 de octubre de 1996, y la demanda se interpuso el 24 de septiembre de 1998. Finalmente, negó la existencia de perjuicios morales causados a los actores con la expedición de las resoluciones demandadas. 
3. Periodo probatorio y alegatos de conclusión.
3.1 Finalizada la etapa probatoria, a la cual se dio inicio mediante auto del 15 de diciembre de 1998
, se citó a las partes para que asistiesen a una audiencia de conciliación a realizarse el 5 de marzo de 2001
. Dentro de la audiencia no se logró acuerdo conciliatorio alguno
.
3.2 Por medio de auto del 17 de mayo de 2001 se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de 10 días. Tras el vencimiento de dicho término, se ordenó el traslado del expediente para que el Ministerio Público rindiese concepto sobre el asunto
.

3.2.1 El apoderado de los señores Lamberto, Edgardo, Ángela, Elena, y Marlene García Parodi, quienes se presentaron al proceso en calidad de coadyuvantes con interés legítimo en el resultado del proceso y así fueron admitidos,  presentó escrito de alegatos de conclusión en los que reiteró que los demandantes probaron ser los propietarios de los bienes que irregularmente fueron adjudicados por el INCORA, pues dichos bienes no eran baldíos. Además, puso de presente la negligencia del Tribunal  respecto de la prueba de la inspección judicial que fue solicitada en la demanda, pues dicha prueba pese haber sido ordenada, finalmente no se practicó por culpa del Tribunal. Adicionalmente, desechó la argumentación esgrimida por la entidad accionada respecto de las excepciones previas señaladas en su escrito de contestación
.
3.2.2 La parte demandante presentó escrito de alegatos de conclusión, en el que reiteró lo dicho en la demanda. Igualmente, solicitó que fuesen despachadas desfavorablemente las excepciones propuestas por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria
.
3.2.3 Por otra parte, el INCORA reiteró los argumentos expuestos en el escrito de contestación de la demanda. Así también, adujo que la inspección judicial decretada por el Tribunal Administrativo de la Guajira dejó de practicarse debido a la falta de conocimiento de los demandantes respecto de la ubicación de los bienes adjudicados por medio de las resoluciones demandadas
.
3.2.4 Finalmente, el Ministerio Público rindió el correspondiente concepto y consideró que las resoluciones demandadas por los actores debían ser declaradas nulas, por cuanto, según su dicho, se probó el hecho de que los bienes afectados con su expedición eran de propiedad privada y no bienes baldíos. Igualmente, afirmó que la entidad demandada no probó haber adquirido los inmuebles mencionados.

4. Sentencia de primera instancia

El Tribunal Administrativo de la Guajira, por medio de sentencia del 22 de mayo de 2003
, declaró no probada la excepción de caducidad de la acción propuesta por la entidad demandada, en atención a lo establecido por el artículo 136 numeral 4 del C.C.A, en virtud de la modificación realizada por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998, en el cual se establece un término de 2 años como oportunidad para el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra actos de adjudicación de baldíos proferidos por el INCORA, término que para los terceros afectados por dichos actos se contará desde el día siguiente a su inscripción en la correspondiente oficina de registro de instrumentos públicos
.
A la luz de dicha norma, que conservó el término establecido por el artículo 72 de la Ley 160 de 1994 para la caducidad de las acciones en comento, los actores podrían presentar oportunamente la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que hasta el 18 de octubre de 1998. Así las cosas, habiéndose presentado la demanda el 24 de septiembre de ese año, a los juicio del  a quo, ésta  fue presentada dentro de la oportunidad legal.
Sin embargo, respecto de los señores Lamberto, Edgardo, Ángela, Elena y Marlene García Parodi consideró que había operado el fenómeno de la caducidad, por cuanto la solicitud que, según el Tribunal, presentaron para ser tenidos en cuenta como litisconsortes de la parte demandante fue presentada de manera extemporánea el 14 de mayo de 1999.
Por otro lado, frente a la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda por no haberse solicitado la revocatoria directa de los actos demandados en los términos de los artículos 39 a 44 del Decreto 2664 de 1994, manifestó que dicho instituto no es de obligatorio ejercicio para asistir a la vía jurisdiccional.

Posteriormente, el a quo sostuvo que el hecho de que los predios adjudicados tengan una extensión mayor a 50 hectáreas y sus actos de adjudicación no hubiesen sido objeto de publicación en el Diario Oficial los hace ineficaces, inejecutables e inoponibles, a la luz de la jurisprudencia sentada por esta Corporación.

Sin embargo, recordó que la demanda bajo estudio no se basó en la ejecución de los actos demandados, sino en los siguientes aspectos: i) la adjudicación de predios que no ostentaban la calidad de bienes baldíos, ii) la celeridad sospechosa con que fueron realizados los procedimientos adelantados por el INCORA y iii) la no publicación de los avisos correspondientes en las emisoras, que comporta una violación al derecho de audiencia y de defensa de los actores.

Frente al primer aspecto, esto es, la prueba de que los predios adjudicados hacían parte de otro de mayor extensión de propiedad de los demandantes, sostuvo que dichas pruebas hacían referencia a otros inmuebles y no son prueba suficiente del derecho alegado por los demandantes. Por otro lado, afirmó que si bien la experticia ordenada dentro del presente proceso hubiese sido determinante para esclarecer el punto anterior, ésta no se pudo efectuar como consecuencia de la negligencia de la parte actora, al no haber allegado los correspondientes levantamientos topográficos requeridos por los peritos para el ejercicio de su labor.
Adicionalmente, adujo que la inspección judicial decretada no pudo realizarse, primero, por no haberse proporcionado los medios idóneos para el transporte de las personas que debían participar  en la diligencia; y además, por motivos de orden público en la zona donde se llevaría a cabo la diligencia.

En relación con la supuesta la celeridad sospechosa con que fueron realizados los procedimientos adelantados por el INCORA, señaló que las sospechas de la parte actora provienen exclusivamente de  apreciaciones subjetivas de los demandantes. Por ello, no puede decretarse la nulidad de los actos acusados con fundamento en tal aspecto que, además, constituye un principio rector de la actividad administrativa.

Finalmente, frente a la falta de publicación de la solicitud de adjudicación, consideró probado el hecho de la publicación de dicha información en cada uno de los procesos de adjudicación por medio de avisos fijados en la alcaldía del Municipio de Fonseca, en las oficinas del INCORA ubicadas en Riohacha y, además, su lectura en la emisora Retorno Estéreo. Igualmente, tuvo como acreditada la notificación surtida respecto de los dueños de los predios colindantes con aquellos que fueron objeto de adjudicación.
Por todo lo dicho, denegó las pretensiones de la demanda.

5. Actuación en segunda instancia.

5.1 Tanto la parte actora como los coadyuvantes interpusieron recurso de apelación contra la decisión de primera instancia.

5.1.1 El apoderado de quienes se presentaron al proceso en calidad de coadyuvantes (los señores Lamberto, Edgardo, Ángela, Elena y Marlene García Parodi) interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de la Guajira dentro del presente asunto
.  Dicho recurso fue declarado desierto por no haber sido sustentado en tiempo
.
5.1.2 De igual manera, la parte actora se alzó contra lo decidido por el a quo
, con fundamento en que el Tribunal no  ha debido proferir decisión alguna sin antes haber practicado la diligencia de inspección judicial sobre los predios objeto de adjudicación en las resoluciones acusadas. Del mismo modo, aseguró que no era cierto que las circunstancias que imposibilitaron la práctica de la prueba proviniesen de la conducta de la parte demandante. Por el contrario, atribuyó dicho resultado a las decisiones de la Magistrada ponente encargada de la práctica de la prueba y a las condiciones de orden público imperantes en la zona.
Más adelante, cuestionó el hecho de que se hubiese declarado la caducidad de la acción respecto de quienes actuaban como coadyuvantes, cuando el propio Tribunal reconoció que, por no haberse publicado los actos demandados en el Diario Oficial, éstos eran inejecutables e inoponibles.

Finalmente, reiteró la solicitud de nulidad expuesta en la demanda con fundamento en la violación del debido proceso por la expedición irregular de las resoluciones acusadas.
5.3 Mediante auto del 4 de diciembre de 2003 se corrió traslado a las partes por el término común de 10 días para que presentaran sus alegatos de conclusión. Igualmente se dispuso surtir el trámite dispuesto en el artículo 59 de la Ley 446 de 1998, en el caso de que así lo solicitase el Ministerio Público.
5.3.1 La defensa del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria – INCORA alegó de conclusión
, reafirmó su oposición a las pretensiones de la demanda y solicitó que se confirmara la sentencia proferida en primera instancia por el Tribunal Administrativo de la Guajira.
5.3.2 La parte actora y el Ministerio Público guardaron silencio.

5.4 En el transcurso de la segunda instancia se advirtió la existencia de una nulidad, derivada de no haberse decidido nada sobre la solicitud de pruebas en segunda instancia elevada por la parte demandante en su recurso de apelación. En consecuencia, mediante auto del 11 de febrero de 2004 se declaró la nulidad de todo lo actuado a partir del auto del 4 de diciembre de 2003, se dispuso decretar un dictamen pericial y comisionar al Tribunal Administrativo de la Guajira para la práctica del mismo
.

5.5 En auto del 15 de diciembre de 2004 se ordenó correr traslado nuevamente a las partes y al Ministerio Público con el fin de que realizaran sus alegaciones conclusivas
.

5.5.1 El Ministerio Público rindió concepto
, en el que adujo que los bienes adjudicados dentro de las resoluciones cuya legalidad se discute eran de propiedad privada y, por tanto, no contaban con la calidad de baldíos.
De igual forma, revisó una por una las resoluciones acusadas por la parte actora y encontró que ninguna de ellas fue publicada en debida forma en el Diario Oficial, conforme a lo establecido por el parágrafo del artículo 25 del Decreto 2664 de 1994; que las inspecciones oculares realizadas antes de la expedición de las resoluciones 000071, 000072 y 000078 no constataron la existencia de una explotación económica por parte del peticionario; y que el acta de la inspección ocular realizada antes de proferirse la resolución 000077 no fue firmada por el funcionario correspondiente del INCORA.
Aunado a lo anterior, a juicio del Ministerio Público, si existió una verdadera celeridad irregular dentro del trámite de adjudicación adelantado para la expedición de las resoluciones en comento, en cuanto no resulta lógico que un único funcionario de la entidad demandada haya realizado en debida forma la inspección ocular a varios de los predios adjudicados, los cuales superan las 150 hectáreas de extensión, en un mismo día y que al día siguiente efectuara tales diligencias en los inmuebles restantes, que superan las 250 hectáreas en su conjunto. Lo anterior, más que un cabal cumplimiento de los principios de eficacia y celeridad que informan la actividad de la administración pública, permite entrever la ejecución improvisada de las funciones de la entidad demandada.
Más adelante, recordó que, de acuerdo a lo dicho por los peritos designados para el dictamen decretado y practicado en segunda instancia, los predios cuya adjudicación se ataca no están siendo explotados en la actualidad.

Frente al tema de la caducidad de la acción, afirmó que el cómputo del término de la misma debe iniciarse conforme a lo dispuesto en el parágrafo del artículo 25 del Decreto 2664 de 1994, en virtud del cual los actos de adjudicación de inmuebles cuya extensión supera las 50 hectáreas deben publicarse en el Diario Oficial. En consecuencia, consideró errada la decisión del a quo mediante la que se declaró la caducidad de la acción respecto de los señores Lamberto, Edgardo, Ángela, Elena y Marlene García Parodi, pues no debía contarse el término referido a partir del registro del acto en la correspondiente oficina de registros públicos. En consecuencia, solicitó que fuese revocado el numeral primero de la sentencia de primera instancia.

Finalmente, solicitó que se declarara la nulidad de las disposiciones acusadas y que fuesen denegadas las pretensiones indemnizatorias deprecadas por los actores, por cuanto no se allegó al proceso ninguna prueba al respecto.
5.5.2 Las partes guardaron silencio.

5.6 Mediante proveído  del 3 de marzo de 2010 se decidió acceder a la solicitud de prelación de fallo elevada por la parte demandante, en atención al cumplimiento de las condiciones que para el efecto señala el artículo 7 de la Ley 1105 de 2006
.
V. CONSIDERACIONES
1. Competencia
La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para conocer, en segunda instancia, de las acciones de nulidad  y restablecimiento del derecho, que interpongan los sujetos afectados, contra actos administrativos preferidos por autoridades, siempre que su cuantía lo permita, de conformidad con lo establecido en los artículos 129 y 132 del C.C.A y en el artículo 13 del Acuerdo 58 de 1999 del Consejo de Estado.

Dentro del presente asunto, la pretensión mayor es aquella referida a la cancelación de los registros correspondientes a las resoluciones que adjudicaron los diferentes predios que, según los actores, son de propiedad privada. En el texto de la demanda se señaló como valor comercial de dichos inmuebles la suma de $196’000.000, de la cual corresponden $32’666.666 a cada uno de las 6 personas que figuran como demandantes.  
Así las cosas, esta Subsección es competente para el conocimiento del presente asunto, pues para la fecha de presentación de la demanda
 la cuantía mínima exigida para el efecto ascendía a $18’850.000.
2. Objeto del recurso de apelación
La alzada interpuesta por la parte actora busca que se revoque la decisión de primera instancia, con fundamento en los siguientes argumentos: i) la decisión de primera instancia no debió producirse sin antes haberse practicado la inspección judicial decretada en primera instancia; ii) la inoponibilidad e enejecutabilidad de los actos demandados, surgida como consecuencia de la falta de publicación de los mismos en el correspondiente Diario Oficial, hizo imposible el cálculo del término de caducidad. En consecuencia no podía declararse la caducidad de la acción respecto de aquellas personas que se presentaron al proceso en calidad de coadyuvantes; iii) Los inmuebles adjudicados por el INCORA por medio de las resoluciones 000071, 000072, 000073, 000074, 000075, 000076, 000077 y 000078 del 25 de septiembre de 1996 no eran bienes baldíos y, por tanto, la entidad se excedió en el ejercicio de sus competencias al expedir dichos actos; iv) tales actos administrativos fueron expedidos con violación del derecho de audiencia y de defensa. 
Con relación al primero de los aspectos señalados, la Sala considera innecesaria  su  discusión, teniendo en cuenta que por medio del auto proferido el 13 de junio de 2002
 el Tribunal Administrativo de la Guajira decidió abstenerse de la práctica de la inspección judicial decretada dentro del auto que dio apertura a la etapa probatoria y que dicha decisión fue confirmada al resolverse el recurso de reposición interpuesto por el apoderado de los señores Lamberto, Edgardo, Ángela, Elena y Marlene García Parodi, decisión que se encuentra debidamente ejecuroriada. Igualmente la Subsección recuerda que dentro de este último proveído se decretó un dictamen pericial con los mismos fines que esperaba cumplir la inspección judicial
 y que la práctica de dicho dictamen fue ordenada por esta Corporación mediante auto del 11 de febrero de 2004
.
Respecto del segundo de los puntos arriba referidos, esto es, la caducidad de la acción, esta Sala no emitirá pronunciamiento alguno, pues la decisión que en tal sentido profirió el a quo en la sentencia de primera instancia fue objeto del recurso de apelación interpuesto por el apoderado de los señores Lamberto, Edgardo, Ángela, Elena y Marlene García Parodi, recurso que no fue sustentado en tiempo; por lo que, fue declarado desierto y la decisión se encuentra ejecutoriada.
Así las cosas, la Subsección se pronunciará respecto de los demás asuntos descritos con anterioridad.

3. Hechos probados
Con fundamento en el material probatorio recaudado a lo largo del proceso, la Sala tendrá por acreditados los siguientes hechos:

a) En relación con a la adjudicación de los bienes inmuebles realizada por el INCORA por medio de las resoluciones 000071, 000072, 000073, 000074, 000075, 000076, 000077 y 000078 del 25 de septiembre de 1996, se tendrá como probado lo siguiente:
a. Que por medio de la resolución 000071 del 25 de septiembre de 1996 el predio conocido con el nombre de “El Lirio”, cuya extensión corresponde a 55 hectáreas 5.670 metros cuadrados, le fue adjudicado al señor Luis Rafael Acosta Acosta
. La solicitud que para el efecto elevó el señor Acosta Acosta fue presentada el 3 de julio de 1996
 y fue admitida el día 5 de los mismos mes y año para dar inicio al correspondiente trámite de adjudicación
. Tras enviar comunicaciones a algunos de los colindantes con el predio a adjudicar y fijar los correspondientes avisos por el término de 5 días
, se llevó a cabo la diligencia de inspección ocular el día 11 de septiembre de 1996, dentro de la cual no se presentó objeción alguna por parte de terceros
.
b. Que por medio de la resolución 000072 del 25 de septiembre de 1996 el predio conocido con el nombre de “El Retoño”, cuya extensión corresponde a 55 hectáreas 3.397 metros cuadrados, le fue adjudicado al señor Juan Carlos Lora Lentino
. La solicitud que para el efecto elevó el señor Lora Lentino fue presentada el 3 de julio de 1996
 y fue admitida el día 5 de los mismos mes y año para dar inicio al correspondiente trámite de adjudicación
. Tras enviar comunicaciones a algunos de los colindantes con el predio a adjudicar y fijar los correspondientes avisos por el término de 5 días
, se llevó a cabo la diligencia de inspección ocular el día 11 de septiembre de 1996, dentro de la cual no se presentó objeción alguna por parte de terceros
.
c. Que por medio de la resolución 000073 del 25 de septiembre de 1996 el predio conocido con el nombre de “La Fe”, cuya extensión corresponde a 55 hectáreas 3.532 metros cuadrados, le fue adjudicado a la señora María Claudia Daza Cerchar
. La solicitud que para el efecto elevó la señora Daza Cerchar fue presentada el 2 de julio de 1996
 y fue admitida el día 5 de los mismos mes y año para dar inicio al correspondiente trámite de adjudicación
. Tras enviar comunicaciones a algunos de los colindantes con el predio a adjudicar y fijar los correspondientes avisos por el término de 5 días
, se llevó a cabo la diligencia de inspección ocular el día 10 de septiembre de 1996, dentro de la cual no se presentó objeción alguna por parte de terceros
.
d. Que por medio de la resolución 000074 del 25 de septiembre de 1996 el predio conocido con el nombre de “Mi Fortuna”, cuya extensión corresponde a 55 hectáreas 3.539 metros cuadrados, le fue adjudicado a la señora María Alejandra Gómez Carrillo
. La solicitud que para el efecto elevó la señora Gómez Carrillo fue presentada el 3 de julio de 1996
 y fue admitida el día 5 de los mismos mes y año para dar inicio al correspondiente trámite de adjudicación
. Tras enviar comunicaciones a algunos de los colindantes con el predio a adjudicar y fijar los correspondientes avisos por el término de 5 días
, se llevó a cabo la diligencia de inspección ocular el día 11 de septiembre de 1996, dentro de la cual no se presentó objeción alguna por parte de terceros
.
e. Que por medio de la resolución 000075 del 25 de septiembre de 1996 el predio conocido con el nombre de “Las Margaritas”, cuya extensión corresponde a 55 hectáreas 3.650 metros cuadrados, le fue adjudicado al señor Alejandro Gómez Gómez
. La solicitud que para el efecto elevó la señora Gómez Carrillo fue presentada el 2 de julio de 1996
 y fue admitida el día 5 de los mismos mes y año para dar inicio al correspondiente trámite de adjudicación
. Tras enviar comunicaciones a algunos de los colindantes con el predio a adjudicar y fijar los correspondientes avisos por el término de 5 días
, se llevó a cabo la diligencia de inspección ocular el día 11 de septiembre de 1996, dentro de la cual no se presentó objeción alguna por parte de terceros
.
f. Que por medio de la resolución 000076 del 25 de septiembre de 1996 el predio conocido con el nombre de “La Necesidad”, cuya extensión corresponde a 55 hectáreas 3.994 metros cuadrados, le fue adjudicado a la señora María Antonia Gómez Carrillo
. La solicitud que para el efecto elevó la señora Gómez Carrillo fue presentada el 3 de julio de 1996
 y fue admitida el día 5 de los mismos mes y año para dar inicio al correspondiente trámite de adjudicación
. Tras enviar comunicaciones a algunos de los colindantes con el predio a adjudicar y fijar los correspondientes avisos por el término de 5 días
, se llevó a cabo la diligencia de inspección ocular el día 11 de septiembre de 1996, dentro de la cual no se presentó objeción alguna por parte de terceros
.
g. Que por medio de la resolución 000077 del 25 de septiembre de 1996 el predio conocido con el nombre de “Palo Quemao”, cuya extensión corresponde a 55 hectáreas 3.761 metros cuadrados, le fue adjudicado a la señora Moira Gómez de Gómez
. La solicitud que para el efecto elevó la señora Gómez de Gómez fue presentada el 2 de julio de 1996
 y fue admitida el día 5 de los mismos mes y año para dar inicio al correspondiente trámite de adjudicación
. Tras enviar comunicaciones a algunos de los colindantes con el predio a adjudicar y fijar los correspondientes avisos por el término de 5 días
, se llevó a cabo la diligencia de inspección ocular el día 10 de septiembre de 1996, dentro de la cual no se presentó objeción alguna por parte de terceros
.
h. Que por medio de la resolución 000078 del 25 de septiembre de 1996 el predio conocido con el nombre de “Las Marías”, cuya extensión corresponde a 55 hectáreas 3.761 metros cuadrados, le fue adjudicado a la señora Maribeth Gómez Carrillo
. La solicitud que para el efecto elevó la señora Gómez Carrillo fue presentada el 2 de julio de 1996
 y fue admitida el día 5 de los mismos mes y año para dar inicio al correspondiente trámite de adjudicación
. Tras enviar comunicaciones a algunos de los colindantes con el predio a adjudicar y fijar los correspondientes avisos por el término de 5 días
, se llevó a cabo la diligencia de inspección ocular el día 11 de septiembre de 1996, dentro de la cual no se presentó objeción alguna por parte de terceros
.
b) Respecto del hecho de que los predios adjudicados por el INCORA por medio de los actos demandados corresponden a una parte de un inmueble de mayor extensión cuya propiedad alegan los actores, se tiene por probado que los predios adjudicados por las resoluciones 000071, 000072, 000073, 000074, 000075, 000076, 000077 y 000078 del 25 de septiembre de 1996 hacen parte del predio identificado como “Hato de la Huerta o Vuelta”
.
c) En relación a la propiedad del globo denominado “Hato de la Huerta o Vuelta” se probó que los señores José Trinidad Parodi, Vicente Parodi y Maria M. Parodi de García ostentaban parcialmente la propiedad de dicho inmueble, por habérseles adjudicado una cuota del mismo a cada uno de ellos dentro del proceso de sucesión adelantado tras la muerte de la señora Elena Ovalle de Parodi, conforme lo acreditan los diversos certificados expedidos por la Oficina de Registros Públicos de Riohacha
.
d) Se probó que los demandantes (Jacobo José Parodi Mendivil
, David Parodi Arias
, Hernán Parodi Arias
,  Maritza Consuelo Parodi Arias
, José Omar Parodi Arias
 y Clara Luz Parodi Linero
)  son hijos del señor José Trinidad Parodi, quien falleció el 5 de junio de 1982
.

e) Igualmente, se  acreditó que la señora Indira Rosa Granadillo Rosado, quien se presentó al proceso en calidad de coadyuvante, es nieta de Vicente Marciano Parodi Ovalle
.
4. Naturaleza de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y presupuestos procesales para su ejercicio.

Dentro de aquellas acciones dispuestas en el Código Contencioso Administrativo y que la doctrina agrupa dentro del contencioso subjetivo
 se encuentra la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, prevista por el artículo 85 de dicho cuerpo normativo en los siguientes términos:
“ARTICULO 85. ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO.  Toda persona que se crea lesionada en un derecho amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo y se le restablezca en su derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La misma acción tendrá quien pretenda que le modifiquen una obligación fiscal, o de otra clase, o la devolución de lo que pago indebidamente.”
Como se extrae del contenido de la disposición citada, el mecanismo procesal al que se hace referencia tiene por vocación permitir a quienes se consideren perjudicados y disminuidos de manera injusta en sus derechos subjetivos con motivo de la expedición de un acto administrativo viciado de nulidad, por las causas que para el efecto ha dispuesto el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo en concordancia con las normas que resulten adecuadas frente a la materia y a las circunstancias de expedición del acto, obtener la correspondiente cesación de los efectos jurídicos de la disposición administrativa ilegítima y el restablecimiento de los derechos que le fueron conculcados durante el tiempo en que ésta se encontraba en vigencia, así como la reparación de aquellas situación que por su naturaleza no pueden regresar al estado anterior a su producción.
Respecto de su naturaleza, a la acción en comento se le ha atribuido el carácter de subjetiva, individual, temporal y desistible
, por lo que se contrapone a la acción de simple nulidad, pues esta se interpone en beneficio del interés general y es de naturaleza pública.
Igualmente, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se distingue de la acción de reparación directa dispuesta por el artículo 86 del C.C.A, por cuanto la fuente de las lesiones cuyo resarcimiento se pretende difieren en ambos casos, ya que el artículo 85 del mismo cuerpo dispone como tal la existencia de un acto administrativo viciado de nulidad, mientras que para la acción de reparación directa se dispuso como fuentes originarias del daño a reparar los hechos, omisiones, operaciones u ocupaciones de inmuebles por parte de la administración.

Ahora bien, la doctrina y la jurisprudencia han decantado una serie de requisitos sin los cuales la interposición de la acción bajo estudio no puede contar con ninguna vocación de prosperidad, referidos éstos, no a las exigencias formales que prevé el artículo 137 del C.C.A, sino a condiciones de tipo material, relacionadas con: i) la caducidad de la acción; ii) el agotamiento de la vía gubernativa; y iii) la capacidad jurídica y procesal con que ha de contar quien solicita la nulidad del acto y el correspondiente restablecimiento del derecho
.  
Con relación a la caducidad, se dispuso como un término general de 4 meses contados a partir de la notificación, publicación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Lo anterior, sin perjuicio de los términos especiales establecidos dentro de aquellos casos en los que, por ejemplo, el actor sea una entidad pública o el acto demandado sea uno de aquellos mediante los cuales se produjo la adjudicación de bienes baldíos por parte del INCORA, como en el presente caso
.

Respecto del agotamiento de la vía gubernativa, dicho requisito se encuentra establecido de manera expresa por el artículo 135 del C.C.A. Así:
“ARTICULO 135. POSIBILIDAD DE DEMANDA ANTE LA JURISDICCION DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CONTRA ACTOS PARTICULARES.  La demanda para que se declare la nulidad de un acto particular, que ponga término a un proceso administrativo, y se restablezca el derecho del actor, debe agotar previamente la vía gubernativa mediante acto expreso o presunto por silencio negativo.

El silencio negativo, en relación con la primera petición también agota la vía gubernativa.

Sin embargo, si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos procedentes, los interesados podrán demandar directamente los correspondientes actos.”
Al referirse al contenido de la norma transcrita la Corte Constitucional sostuvo lo siguiente:

“(…)el agotamiento de la vía gubernativa como requisito de procedimiento establecido por el legislador, permite que el afectado con una decisión que considera vulneratoria de sus derechos, acuda ante la misma entidad que la ha proferido para que ésta tenga la oportunidad de revisar sus propios actos, de suerte que pueda, en el evento en que sea procedente, revisar, modificar, aclarar e inclusive revocar el pronunciamiento inicial, dándole así la oportunidad de enmendar sus errores y proceder al restablecimiento de los derechos del afectado, y, en ese orden de ideas, se da la posibilidad a las autoridades administrativas de coordinar sus actuaciones para contribuir con el cumplimiento de los fines del Estado (art. 209 C.P.), dentro de los cuales se encuentran entre otros los de servir a la comunidad y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo (C.P. art. 2).

Por su parte, el administrado en caso de no considerar acorde con sus pretensiones el pronunciamiento de la Administración una vez agotados los recursos de vía gubernativa, podrá poner en movimiento el aparato jurisdiccional mediante la presentación de la demanda ante la jurisdicción administrativa para que sea el juez el que decida finalmente sobre el derecho que se controvierte. Así, el cumplimiento de ese requisito fijado por la ley, constituye una garantía de más para que el administrado vea plenamente realizado su derecho fundamental al debido proceso.

En múltiples oportunidades tanto esta Corporación como el Consejo de Estado se han pronunciado sobre la relevancia de la vía gubernativa, como mecanismo de protección a los intereses del administrado. En uno de dichos pronunciamientos, esta Corte, señaló que : “[c]on dicha institución se le da la oportunidad a la administración de ejercer una especie de justicia interna, al otorgársele competencia para decidir, previamente a la intervención del juez sobre la pretensión del particular y lograr de este modo la composición del conflicto planteado. Por su parte, para el particular se deriva una ventaja o beneficio consistente en que puede obtener a través de la referida vía, en forma rápida y oportuna, el reconocimiento de sus derechos, sin necesidad de acudir a un largo, costoso y engorroso proceso judicial.

La vía gubernativa se constituye en un mecanismo, que muchas veces es sustituto del judicial, en la medida en que contribuye a satisfacer plenamente la pretensión del interesado y, además, es una institución que garantiza su derecho de defensa en cuanto le permite impugnar la decisión administrativa, a través de los recursos de ley”
.

De acuerdo con lo anterior, el agotamiento de la vía gubernativa se constituye en una institución en virtud de la cual quien busca la declaratoria de nulidad de un acto administrativo que, siendo nulo, resulta lesivo respecto de sus derechos particulares, debe ejercitar los recursos que el ordenamiento le concede al interior del procedimiento administrativo de formación del acto antes de acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Lo anterior, por supuesto, sin perjuicio de que se pueda controvertir el acto acusado dentro de un proceso judicial sin agotar dicho procedimiento, en aquellos casos en que la conducta de la administración o el contenido mismo del acto deniegan la posibilidad de dicho ejercicio a quienes se ven afectados con la manifestación de voluntad vertida en el acto.
Por último, el requisito relacionado con la capacidad jurídica y procesal que debe asistirle a quien acude en calidad de demandante dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho también ha sido tratado por la Corporación. Así:
“(…) Vale la pena resaltar, en cuanto al requisito del literal a), esto es, que el demandante tenga capacidad jurídica y procesal para actuar,  que la Sala, en providencia de 1° de febrero de 2007 (Expediente núm. 2006-01475, Consejero ponente: doctor Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta), precisó lo siguiente: 

“Una cosa es la capacidad para ser parte, que la tiene toda persona por el solo atributo de la personalidad jurídica, es decir, por el solo hecho de ser persona y otra, la capacidad para comparecer en juicio por sí misma. La capacidad para ser parte lo habilita para ser sujeto de una relación procesal como demandante, demandado, interviniente; por consiguiente, toda persona natural o jurídica, de derecho privado o público, tiene capacidad para ser parte en el proceso. Para que la concurrencia de la parte en el proceso sea válida y sus actos produzcan efectos procesales, además de tener esa capacidad de goce, debe actuar dentro del proceso con los requisitos adjetivos que legitiman su actuación y que le da la denominada legitimatio ad procesum. (PALACIO HINCAPIÉ, Juan Ángel, Derecho Procesal Administrativo, 4ª. Edición, Librería Jurídica Sánchez R. Ltda., pág. 173).” (Resaltado fuera del texto)

Pues bien, de lo anterior se colige que en el caso que ocupa la atención de la Sala no es viable la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por faltar uno de los elementos fundamentales de ésta, es decir, la legitimación en la causa por activa (…)”
Conforme a lo anteriormente citado, dicho presupuesto procesal comporta en sí mismo la noción de legitimación en la causa por activa, la cual se encuentra íntimamente ligada al carácter subjetivo e individual de la acción bajo estudio.

En sentido amplio, la jurisprudencia constitucional ha definido la legitimación en la causa como la “calidad subjetiva reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso”
, de forma tal que cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, el juez no puede adoptar una decisión favorable a las pretensiones o a las excepciones de la demanda, según se trate del demandante o del demandado
. 
Lo anterior se ratifica en el precedente de la Sala, según el cual:
“La legitimación en la causa -legitimatio ad causam- se refiere a la posición sustancial que tiene uno de los sujetos en la situación fáctica o relación jurídica de la que surge la controversia o litigio que se plantea en el proceso y de la cual según la ley se desprenden o no derechos u obligaciones o se les desconocen los primeros o se les exonera de las segundas. Es decir, tener legitimación en la causa consiste en ser la persona que, de conformidad con la ley sustancial, se encuentra autorizada para intervenir en el proceso y formular o contradecir las pretensiones contenidas en la demanda por ser sujeto activo o pasivo de la relación jurídica sustancial debatida objeto de la decisión del juez, en el supuesto de que aquélla exista”
. 
La Sala
 ha explicado en múltiples oportunidades que en los juicios ordinarios existe legitimación en la causa de hecho y legitimación en la causa material, de modo que, la legitimación de hecho se entabla con la relación procesal entre el demandante y el demandado a través de las pretensiones, es decir, tal relación tiene origen en la demanda y en su notificación personal al demandado; y por su parte, la legitimación material se refiere a la participación real en el hecho que origina la presentación de la demanda, supone la conexión entre las partes y los hechos constitutivos del litigio
.
De lo anterior se colige claramente que “todo legitimado de hecho no necesariamente será legitimado material, pues sólo están legitimados materialmente quienes participaron realmente en los hechos que le dieron origen a la formulación de la demanda”
. En pronunciamiento reciente, se reiteró la anterior posición en los siguientes términos:
“Con lo anterior, puede suceder que un sujeto pueda estar legitimado en la causa de hecho pero carecer de legitimación en la causa material, lo cual ocurrirá cuando a pesar de ser parte dentro del proceso no guarde relación alguna con los intereses inmiscuidos en el mismo, por no tener conexión con los hechos que motivaron el litigio, evento éste en el cual las pretensiones formuladas estarán llamadas a fracasar puesto que el demandante carecería de un interés jurídico perjudicado y susceptible de ser resarcido o el demandado no sería el llamado a reparar los perjuicios ocasionados a los actores”
. 
Por tanto, “Puede ocurrir entonces que la afirmación de hecho en la demanda y a términos del artículo 86 del C. C. A, de que la parte demandante se crea “interesada” (legitimación de hecho en la causa) no resulte cierta en el proceso, y por lo tanto no demuestre su legitimación material en la causa”
.
En relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la causa material, entendida como la relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión que ésta formula o la defensa que aquella realiza, la Sala encuentra que constituye condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una u otra parte.
En este orden, es presupuesto sustancial
 de la sentencia favorable a las pretensiones o excepciones de la demanda que exista “identidad de las personas que figuran como sujetos (por activa o por pasiva) de la pretensión procesal, con las personas a las cuales la ley otorga el derecho para postular determinadas pretensiones. Cuando ella falte bien en el demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria sino desestimatoria de las pretensiones aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la persona contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación correlativa alegada”
.  
Asimismo, la Sala ha manifestado que la falta de legitimación en la causa material no es una excepción de fondo que se oponga a la prosperidad de las pretensiones, no obstante, la falta de prueba del derecho para formular determinadas pretensiones faculta al juez a absolver a la parte demandada, así:

“La legitimación en la causa puede ser de hecho o material, siendo la primera aquella relación que se establece entre las partes por razón de la pretensión procesal, es decir de la atribución de una conducta que el demandante hace al demandado en su demanda, mientras que la segunda, corresponde a la participación real de las personas en el hecho origen de la formulación de la demanda, independientemente de que dichas personas o hayan demandado o que hayan sido demandadas, por lo cual la ausencia de esta última clase de legitimación, por activa o por pasiva, no constituye una excepción de fondo porque no enerva la pretensión procesal en su contenido. La legitimación material en la causa, activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o al demandado; el estar legitimado en la causa materialmente por activa o por pasiva, por sí solo, no otorga el derecho a ganar; si la falta recae en el demandante el demandado tiene derecho a ser absuelto pero no porque él haya probado un hecho nuevo que enerve el contenido material de las pretensiones sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo -no el procesal-; si la falta de legitimación en la causa es del demandado, de una parte al demandante se le negarán las pretensiones no porque los hechos en que se sustenten no le den el derecho sino porque a quien se los atribuyó no es el sujeto que debe responder; por eso, de otra parte, el demandado debe ser absuelto, situación que se logra con la denegación de las súplicas del demandante”
.
Ahora bien, la Sala procede a analizar si dentro del presente proceso se encuentran cumplidos los presupuestos a los cuales se ha hecho referencia.
5. El caso concreto
La Sala considera que la ausencia del presupuesto de la capacidad procesal de los demandantes dentro del plenario no permite dar respuesta favorable a las pretensiones de la demanda, por cuanto se advierte una falta de legitimación material en la causa por activa.
Lo anterior, teniendo en cuenta que los demandantes no lograron probar en debida forma la calidad de propietarios que aducen respecto de los inmuebles adjudicados por medio de las resoluciones cuya nulidad se solicita, pues si bien probaron la calidad de propietario del señor José Trinidad Parodi Ovalle respecto del predio denominado Hato de la Vuelta o Huerta, del cual forman parte los predios adjudicados, así como su calidad de hijos de aquel, como se explicará a continuación, ello no constituye sustento probatorio de su calidad de propietarios de los inmuebles referidos.
Tratándose del derecho real de dominio, el sistema civil colombiano requiere para su perfeccionamiento la convergencia del título y el modo. Es decir, para radicar la propiedad en cabeza de alguien es necesario, en primer lugar, que exista un título, entendiendo por éste la causa que justifica la adquisición del bien y que puede estar constituida por el hecho del hombre generador de obligaciones, o la sola ley que lo faculta para adquirir el derecho real de manera directa
 ; y posteriormente, que dicho título se ejecute o se realice mediante el modo, que según lo previsto en el Código Civil (artículo 673) puede ser la ocupación, la accesión, la tradición, la prescripción o usucapión y la sucesión por causa de muerte. Es entonces en virtud de estos dos fenómenos que los particulares pueden adquirir el derecho de dominio sobre las cosas
.

En el caso de la adquisición de los bienes de la persona que fallece se está ante un hecho jurídico, la muerte, a partir de cual se deriva el derecho de dominio; pero para que este se concrete o se perfeccione, resulta necesaria la existencia del derecho de dominio en cabeza de la persona que muere, la existencia de una persona con vocación hereditaria que surge de la ley o el testamento y, finalmente, la aceptación de la herencia o legado.

En otras palabras, en el caso de la propiedad de los bienes hereditarios, el derecho real nace de la suma de dos momentos. El primero de ellos, el correspondiente a la formación del título, esto es, la ley o el testamento; y el segundo momento, el modo, que en términos del Código Civil es la sucesión por causa de muerte, es decir, la transmisión directa del de cujus al heredero
.

Este modo de adquirir el dominio tiene como finalidad poner en cabeza del sobreviviente los bienes del sujeto fallecido, dicho de otra forma, poner en el patrimonio del causahabiente el derecho del causante. Sin embargo, la sucesión mortis causa como modo de adquirir el dominio no opera de forma instantánea, como ya se dijo, es necesario que se produzcan varios hechos: la muerte del causante, la vocación hereditaria del sujeto que le sobrevive y la aceptación de la herencia
.

Ahora, cabe aclarar, y siguiendo la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, que si bien el inciso 4º del artículo 765 del Código Civil prescribe que las sentencias de adjudicación en juicios divisorios y los actos legales de partición, tanto judiciales como extrajudiciales, cualquiera que sea el origen de la comunidad (legal o convencional) y ya se trate de una comunidad universal o singular, son títulos traslaticios, los cierto es que esta naturaleza resulta incompatible con la sucesión mortis causa como modo de adquirir el dominio y con el carácter retroactivo de la partición
. 

Así las cosas, “La sentencia de adjudicación y la partición misma extrajudicial son simples títulos declarativos de ser titulares los herederos de los bienes distribuidos, desde la fecha de la muerte del causante, en virtud de la transmisión hereditaria y del efecto retroactivo expresado”
. En consecuencia, la inscripción en el Registro Público de la sentencia de adjudicación o de la escritura pública mediante la cual se aprueba la partición, no tiene finalidad traslaticia, pues los bienes han sido adquiridos mediante la sucesión por causa de muerte. No obstante, dicha inscripción puede cumplir otros fines, como por ejemplo, cancelar las inscripciones del difunto y publicar la adquisición de los bienes con motivo de la muerte del causante
. 

En cuanto a la prueba del dominio sobre los bienes adjudicados esta resulta ser relativa, pues la hijuela puede ser suficiente en litigios entre los mismos coherederos o copartícipes o sus causahabientes, o en controversias con terceros en que se oponga a la hijuela un título posterior; sin embargo, en aquellos juicios donde el título que se opone es anterior a la hijuela, y es posible que en otros casos particulares, puede resultar necesario aducir el título del causante
. 

En conclusión, la prueba del derecho real de dominio sobre bienes inmuebles es de los pocos derechos subjetivos que el legislador somete a tarifa legal, esto es, al cumplimiento de unas solemnidades ad substantiam actus que exigen a su titular ciertas formas documentales para la prueba de los actos jurídicos que involucren la adquisición y transmisión de los mismos.
Por último, si para adquirir el dominio de los bienes el ordenamiento jurídico colombiano exige que confluyan el título y el modo, para que se entienda perfecta la traslación del derecho, quien alegue la propiedad de un inmueble para reclamar el reconocimiento de un derecho, debe acreditar estos elementos y así legitimar su interés en la causa petendi.

De conformidad con lo dicho, los actores dentro del presente proceso debían probar el derecho de dominio aducido por ellos acreditando tanto el título que justificaba la adquisición de los inmuebles como el modo mediante el cual asumieron la calidad de propietarios. Es decir, que, para invocar las pretensiones en nombre propio como lo hicieron los demandantes, éstos debían probar que i) el anterior propietario de los inmuebles había fallecido (como lo hicieron); ii) les asistía vocación hereditaria respecto del de cujus (como en efecto se acreditó); y iii) que se les realizó una asignación dentro de la sucesión adelantada tras la muerte de aquel y que la misma fue aceptada por ellos, cosa que ni siquiera fue objeto de afirmación por parte de los actores y mucho menos objeto de prueba.
Ahora bien, si al momento de la presentación de la demanda aún no había concluido el trámite sucesoral correspondiente, o en el evento de  que éste ni siquiera se hubiese iniciado, debieron incoarse las pretensiones de la demanda, no en favor de los aquí demandantes, sino en favor de la sucesión a adelantarse por la muerte del señor José Trinidad Parodi Ovalle y en calidad de interesados y no de propietarios, como dijeron ser en el libelo demandatorio.
En consecuencia, la Sala desestimará las pretensiones de la demanda.
Ahora bien,  siendo la falta de legitimación en la causa por activa elemento suficiente para denegar las pretensiones de la demanda, la Sala se abstendrá de estudiar los otros aspectos que fueron objeto del recurso de apelación.

6. Solicitud de conformación de litisconsorcio facultativo

En este punto, la Sala considera necesario hacer referencia a la solicitud impetrada por la señora Indira Rosa Granadillo Rosado, con el fin de que se le permitiera actuar en calidad de coadyuvante de la parte actora dentro del presente proceso, por cuanto dicho pronunciamiento fue omitido por el a quo durante el trámite de la primera instancia del proceso.

Al respecto, la Subsección considera que debe adecuar la solicitud de la señora Granadillo Rosado  y entender que su petición iba encaminada no a que se le atribuyera la calidad de coadyuvante sino la de litisconsorte de la parte demandante, pues solicitó que se le concediese una proporción idéntica de los beneficios obtenidos por los actores dentro del presente proceso, por tener ella los mismos derechos que aquellos. Lo anterior teniendo en cuenta que, además, dicha solicitud se invoca aduciendo la calidad de titular de una relación jurídica sustancial, como es la copropiedad respecto de los bienes inmuebles adjudicados por medio de los actos demandados, a la que se harían extensivos los efectos de la decisión que se tome dentro del presente plenario y por virtud de la cual estaría la señora Indira Rosa Granadillo Rosado legitimada para demandar dentro del mismo.

Conforme a lo establecido por los incisos segundo y tercero del artículo 52 del C.P.C, dicha intervención es procedente mientras que no se haya proferido una decisión definitiva dentro del proceso, siempre que ella se encuentre sustentada por los correspondientes hechos y fundamentos de derecho y que a ella se acompañen los medios probatorios pertinentes.
No obstante lo dicho, la referida solicitud será desestimada por la Sala, en tanto la señora Granadillo Rosado pretendió  acreditar la legitimación en la causa por activa que le permitiría asistir al proceso como litisconsorte de la parte demandante por medio de la prueba de la muerte del titular del derecho de dominio del inmueble afectado con las resoluciones acusadas y con la acreditación de su parentesco respecto de aquél; con lo cual, a juicio de la Sala no logró probarse en debida forma la calidad de copropietaria que adujo respecto de dicho bien.
Así las cosas, la participación litisconsorcial solicitada por Indira Rosa Granadillo Rosado será denegada.
En mérito de lo expuesto, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida en primera instancia por el Tribunal Administrativo de la Guajira el  22 de mayo de 2003, en el sentido de denegar las pretensiones de la demanda, pero con base en los argumentos comprendidos en la parte considerativa de la presente sentencia.
SEGUNDO: NEGAR la solicitud de participación litisconsorcial presentada por la señora Indira Rosa Granadillo Rosado.
TERCERO: Una vez ejecutoriada la presente providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ



ENRIQUE GIL BOTERO
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Consejero









JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
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� “(…) el que reúne las acciones contenciosas que pretenden la preservación de los derechos subjetivos de las personas o restablecimiento de los derechos reconocidos por una norma y vulnerados con la vigencia de un acto administrativo o las indemnizaciones por los daños causados a los asociados individualmente considerados por los hechos, operaciones, ocupaciones, etc. de la administración.” SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo, Tomo III, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2004, pp.200.


� Ibídem.


� Véase, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Sentencia del 20 de octubre de 2011, C.P: María Elizabeth García González.


� En tales casos el término de caducidad es de dos años.


� Sent. C-060/96, M.P. Antonio Barrera Carbonell


� Corte Constitucional. Sentencia C-319 del 2 de mayo de 2002. M.P: Alfredo Beltrán Sierra.


� Corte Constitucional, Sentencia C- 965 del 21 de octubre de 2003.


� CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 25 de julio de 2011, Exp. 20146.


� CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 23 de abril de 2008, Exp. 16271.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencias del 15 de junio de 2000, Exp: 10.171; sentencia del 20 de septiembre de 2001, Exp: 10.973; sentencia del 22 de noviembre de 2001, Exp: 13.356; sentencia del 17 de junio de 2004, Exp: 14.452; sentencia del 28 de abril de 2005, Exp: 4178; sentencia del 27 de abril de 2006, Exp: 15.352; sentencia del 31 de octubre de 2007, Exp: 13.503; sentencia del 30 de marzo de 2011, Exp: 33.238; sentencia del 8 de junio de 2011, Exp: 19.573; sentencia del 22 de junio de 2011, Exp: 16.703.


� CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 21 de septiembre de 2011, Exp. 20705.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 17 de junio de 2004, Exp. 14452. C.P.: María Elena Giraldo.


�  A propósito de la falta de legitimación en la causa material por activa, la Sección ha sostenido que “… si la falta recae en el demandante, el demandado tiene derecho a ser absuelto pero no porque él haya probado un hecho nuevo que enerve el contenido material de las pretensiones sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo —no el procesal—”. Sentencia del 20 de septiembre de 2001, expediente: 10973. En este sentido véase también la sentencia del 19 de agosto de 2011, Exp. 19237.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 10 de agosto de 2005, Exp.13444.


� “(…) una condición propia del derecho sustancial y no una condición procesal, que, cuando no se dirige correctamente contra el demandado, constituye razón suficiente para decidir el proceso adversamente a los intereses del demandante, por no encontrarse demostrada la imputación del daño a la parte demandada” en CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 1 de marzo de 2006, Exp. 13764. C.P.: Alier Eduardo Hernández Enríquez.


� CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 23 de octubre de 1990, Exp. 6054.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 11 de noviembre de 2009, Exp.18163. C.P.: Mauricio Fajardo Gómez. Puede verse también: sentencia del 2 de marzo de 2000, Exp.11945. C.P.: María Elena Giraldo Gómez y sentencia del 22 de noviembre de 2001, Exp. 13356. C.P.: María Elena Giraldo Gómez.


� GÓMEZ, JOSÉ J. Bienes.  Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1981, p. 159.


� En este sentido véase, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil y Agraria, sentencia de 9 de junio de 1999, Rad. 5265. M.P.: Pedro Lafont Pianetta.


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil, sentencia del 31 de octubre de 1955, M.P.: José J. Gómez.


� Ibídem.


� “La partición de la masa hereditaria tiene el efecto retroactivo señalado en los artículos 779 y 1401 del C.C. Este efecto consiste en que se tenga por efectuada, no en la fecha de su aprobación por el juez o de su verificación extrajudicial, sino el día de la delación de la herencia, que generalmente coincide con la de la muerte del causante, según los artículos 1012 y 1013 ib. Por tanto: primero, no hay descontinuidad (sic) entre la propiedad y la posesión del DE CUJUS ni la propiedad y la posesión del heredero, ya que éste es el continuador de la persona de aquél; segundo, queda borrado jurídicamente el tiempo de comunidad o indivisión que realmente haya existido entre la muerte del causante y la partición de los bienes; y tercero, cada heredero se reputa no haber tenido jamás parte alguna en los bienes distribuidos a los demás copartícipes”. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil, sentencia del 31 de octubre de 1955, M.P.: José J. Gómez.


� Ibídem.


� Ibídem.


� Ibídem.
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